
LOS DERECHOS HUMANOS 

         La Declaración Universal de los Derechos Humanos es un  documento que marca un 
hito en la historia de los derechos humanos. Elaborada por representantes de todas las 
regiones del mundo con diferentes antecedentes jurídicos y culturales, la Declaración fue 
proclamada por la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unida s  en  París,  el  10  de  
diciembre  de  1948  en su Resolución  217  A  (III),  como  un  ideal  común  para  todos  los  
pueblos  y  naciones.  La Declaración  establece,  por  primera  vez,  los  derechos  humanos  
fundamentales  que  deben protegerse en el mundo entero y ha sido traducida en más de 
500 idiomas.   
 
       Considerando  que  la  libertad,  la  justicia  y  la  paz  en  el  mundo  tienen  por  base  el  
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos 
los miembros de la familia humana;  
 
       Considerando  que  el  desconocimiento  y  el  menosprecio  de  los  derechos  humanos  
han originado  actos  de  barbarie  ultrajantes  para  la  conciencia  de  la  humanidad,  y  que  
se  ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un 
mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la 
libertad de palabra y de la libertad de creencias; 
 
        Considerando  esencial  que  los  derechos  humanos  sean  protegidos  por  un  régimen  
de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión  
contra la tiranía y la opresión; 
 
        Considerando  también  esencial  promover  el  desarrollo  de  relaciones  amistosas  
entre  las naciones; 
 
        Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe 
en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana 
y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declara do resueltos a 
promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio 
de la libertad; 
 
       Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en 
cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a 
los derechos y libertades fundamentales del hombre, y 
 
       Considerando  que  una  concepción  común  de  estos  derechos  y  libertades  es  de  la  
mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso; 



        LA  ASAMBLEA  GENERAL  proclama  la  presente  DECLARACIÓN  UNIVERSAL  DE 
DERECHOS HUMANOS como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben 
esforzarse,  a  fin  de  que  tanto  los  individuos  como  las  instituciones,  inspirándose 
constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a 
estos derechos  y  libertades,  y  aseguren,  por  medidas  progresivas  de  carácter  nacional  
e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los 
pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su 
jurisdicción.  
 
Artículo 1. 
Todos  los  seres  humanos  nacen  libres  e  iguales  en  dignidad  y  derechos  y,  dotados  
como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los 
otros. 
 
Artículo 2. 
Toda  persona  tiene  todos  los  derechos  y  libertades  proclamados  en  esta  Declaración,  
sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 
internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata 
de un país independiente,  como  de  un  territorio  bajo  administración  fiduciaria,  no  
autónomo  o sometido a cualquier otra limitación de soberanía. 
 
Artículo 3. 
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. 
 
Artículo 4. 
Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de esclavos 
están prohibidas en todas sus formas. 
 
Artículo 5. 
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.  
 
Artículo 6. 
Todo  ser  humano  tiene  derecho,  en  todas  partes,  al  reconocimiento  de  su  
personalidad jurídica. 
 
Artículo 7. 
Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley.  
Todos  tienen  derecho  a  igual  protección  contra  toda  discriminación  que  infrinja  esta  
Declaración y contra toda provocación a tal discriminación. 
 
 
 



Artículo 8. 
Toda  persona  tiene  derecho  a  un  recurso  efectivo  ante  los  tribunales  nacionales  
competentes,  que  la  ampare  contra  actos  que  violen  sus  derechos  fundamentales  
reconocidos por la constitución o por la ley. 
 
Artículo 9. 
Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 
 
Artículo 10. 
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y 
con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus 
derechos  y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 
penal. 
 
Artículo 11. 
1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se  pruebe  su  culpabilidad,  conforme  a  la  ley  y  en  juicio  público  e n  el  que  se  le  
hayan asegurado  todas  las  garantías  necesarias  para  su  defensa.  
 

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron 
delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave 
que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 
 
Artículo 12. 
Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a 
la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 
 
Artículo 13. 
1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio 
de  un  Estado. 
 

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su  
país. 
 
Artículo 14. 
1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en 
cualquier  país. 
 

2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por 
delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 
 



Artículo 15. 
1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  una  nacionalidad. 
 

2.  A  nadie  se  privará  arbitrariamente  de  su  nacionalidad  ni  del  derecho  a  cambiar  
de nacionalidad.  
 
Artículo 16. 
1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna 
por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de 
iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio  y en caso de disolución 
del matrimonio. 
 

2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el 
matrimonio. 
 
3.  La  familia  es  el  elemento  natural  y  fundamental  de  la  sociedad  y  tiene  derecho  a  
la protección de la sociedad y del Estado. 
 
Artículo 17. 
1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  propiedad,  individual  y  colectivamente. 
 

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 
 
Artículo 18. 
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este  
derecho  incluye  la  libertad  de  cambiar  de  religión  o  de  creencia,  así  como  la  libertad  
de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como 
en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia. 
 
Artículo 19. 
Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye 
el de  no  ser  molestado  a  causa  de  sus  opiniones,  el  de  investigar  y  recibir  
informaciones  y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier 
medio de expresión.  
 
Artículo 20. 
1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  libertad  de  reunión  y  de  asociación  pacíficas. 
 

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 
 
 
 



Artículo 21. 
1. Toda persona tiene derecho a participar en el  gobierno de su país, directamente o por 
medio  de  representantes  libremente  escogidos. 
 

2.  Toda  persona  tiene  el  derecho  de  acceso,  en  condiciones  de  igualdad,  a  las  
funciones públicas  de  su  país. 
 
3.  La  voluntad  del  pueblo  es  la  base  de  la  autoridad  del  poder  público;  esta  voluntad  
se expresará  mediante  elecciones  auténticas  que  habrán  de  celebrarse  periódicamente,  
por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que 
garantice la libertad del voto. 
 
Artículo 22. 
Toda  persona,  como  miembro  de  la  sociedad,  tiene  derecho  a  la  seguridad  social,  y  
a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de 
la organización  y  los  recursos  de  cada  Estado,  la  satisfacción  de  los  derechos  
económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su 
personalidad. 
 
Artículo 23. 
1.  Toda  persona  tiene derecho  al  trabajo,  a  la  libre  elección  de  su  trabajo,  a  
condiciones equitativas  y  satisfactorias  de  trabajo  y  a  la  protección  contra  el  
desempleo. 
 
2.  Toda  persona  tiene  derecho,  sin  discriminación  alguna,  a  igual  salario  por  trabajo  
igual. 
 
3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, 
que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que 
será completada,  en  caso  necesario,  por  cualesquiera  otros  medios  de  protección  
social.   
 
4.  Toda  persona  tiene  derecho  a  fundar  sindicatos  y  a  sindicarse  para  la  defensa  de  
sus intereses. 
 
Artículo 24. 
Toda  persona  tiene  derecho  al  descanso,  al  disfrute  del  tiempo  libre,  a  una  limitación 
razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas. 
 
Artículo 25. 
1. Toda persona  tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros  



en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus 
medios de subsistencia  por  circunstancias  independientes  de  su  voluntad. 
 
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los 
niños,  nacidos  de  matrimonio  o  fuera  de  matrimonio,  tienen  derecho  a  igual  
protección social. 
 
Artículo 26. 
1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en 
lo concerniente  a  la  instrucción  elemental  y  fundamental.  La  instrucción  elemental  
será obligatoria.  La  instrucción  técnica  y  profesional  habrá  de  ser  generalizada;  el  
acceso  a  los estudios  superiores  será  igual  para  todos,  en  función  de  los  méritos  
respectivos. 
 
2.  La  educación  tendrá  por  objeto  el  pleno  desarrollo  de  la  personalidad  humana  y  
el fortalecimiento  del  respeto  a  los  derechos  humanos  y  a  las  libertades  
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las 
naciones y todos los grupos  étnicos  o  religiosos,  y  promoverá  el  desarrollo  de  las  
actividades  de  las  Naciones Unidas  para  el  mantenimiento  de  la  paz. 
 
3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse  
a sus hijos.  
 
Artículo 27. 
1. Toda persona tiene derecho a tomar parte  libremente en la vida cultural de la 
comunidad, a  gozar de  las  artes  y  a  participar  en  el  progreso  científico  y  en  los  
beneficios  que  de  él resulten. 
 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le  
correspondan  por  razón  de  las  producciones  científicas,  literarias  o  artísticas  de  que  
sea autora. 
 
Artículo 28. 
Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que 
los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos. 
 
Artículo 29. 
1.  Toda  persona  tiene  deberes  respecto  a  la  comunidad,  puesto  que  sólo  en  ella  
puede desarrollar  libre  y  plenamente  su  personalidad. 
 
2.  En  el  ejercicio  de  sus  derechos  y  en  el  disfrute  de  sus  libertades,  toda  persona  
estará solamente  sujeta  a  las  limitaciones  establecidas  por  la  ley  con  el  único  fin  de  
asegurar  el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de 



satisfacer las justas  exigencias  de  la  moral,  del  orden  público  y  del  bienestar  gene ral  
en  una  sociedad democrática. 
 
3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en oposición a los 
propósitos y principios de las Naciones Unidas. 
 
Artículo 30. 
Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno 
al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar 
actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en 
esta Declaración.  
 

Más sobre los Derechos Humanos 
Los  derechos humanos son derechos inherentes a todos los seres humanos, sin distinción  
alguna  de  nacionalidad,  lugar  de  residencia,  sexo,  origen  nacional  o  étnico,  color,  
religión, lengua,  o  cualquier  otra  condición.  Todos  tenemos  los  mismos  derechos  
humanos,  sin discriminación alguna. Estos derechos son interrelacionados, 
interdependientes e indivisibles. 
 
       Los derechos humanos universales están a menudo contemplados en la ley y 
garantizados por  ella,  a  través  de  los  tratados,  el  derecho  internacional  
consuetudinario,  los  principios generales y otras fuentes del derecho internacional. El 
derecho internacional de los derechos humanos  establece  las  obligaciones  que  tienen  
los  gobiernos  de  tomar  medidas  en determinadas situaciones, o de abstenerse de actuar 
de determinada forma en otras, a fin de promover y proteger los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de los individuos o grupos. 
 

Derechos Naturales 
¿Qué   es   el derecho natural? 
 
       Se llama derecho natural a una doctrina de tipo ético y jurídico que defiende la 
existencia de  ciertos  derechos propios  y  particulares de la  condición  humana,  es decir, 
ciertos derechos fundamentados en la naturaleza misma del ser humano y que por lo tanto 
resultarían inalienables. Este tipo de derechos serían universales, además de anteriores y 
superiores a cualquier otro ordenamiento jurídico. 
 
        Al mismo tiempo, el derecho natural es considerado una de las fuentes del Derecho, 
junto a la costumbre (consuetudinario) y al derecho escrito (positivo), ya que sus postulados  
nacen  junto  con  el  ser  humano,  y  por  ende  son  la  base  de  los  Derechos  Humanos  
Universales como los entendemos hoy en día. 
 
        El derecho natural tiene antecedentes antiguos, en las exploraciones filosóficas de  la 
Grecia clásica, en especial de Platón y Aristóteles;  pero sus primeras formaciones provienen 



de la Escuela de Salamanca durante el Siglo de Oro español, y fueron luego tomadas y  
reformuladas  por  teóricos  del  calibre  de  Thomas  Hobbes,  John  Locke,  Jean -Jacques  
Rousseau  en  sus  escritos.  La  transición  entre  las  vertientes  antiguas  y  el  iusnaturalismo 
moderno lo constituye la obra del holandés Hugo Grocio (1538-1645). 
 
                  Incluso doctrinas religiosas como la cristiana tienen puntos en común con el 
iusnaturalismo, en el sentido de que admiten en los seres humanos ―una ley escrita en sus 
corazones‖, que en este caso habría sido dictaminada por Dios directamente. En todo caso, 
se trata de leyes enteramente humanas y previas a cualquier forma de organización judicial 
o régimen político. 
 
Características del derecho natural  
 
        A diferencia del derecho positivo, que está escrito, el derecho natural emana de la 
condición humana misma, por lo que no requiere de estar asentado en soporte alguno, pues 
tampoco establece diferencias entre los individuos a los que ampara. No hay distinción 
posible en la  aplicación  o  defensa  de  los  derechos  naturales ,  sin  importar  condiciones  
como etnia, nacionalidad, religión, orientación sexual, etc. 
 
Las principales tesis de esta doctrina son las siguientes: 

 Los  derechos  naturales  actúan  como  un  marco supralegal,  dado  que  sus 
consideraciones sobre el bien y el mal son universales. 

 Al contenido del derecho natural sólo puede accederse mediante el raciocinio. 

 El derecho descansa en la moral. 

 Si  un  ordenamiento  jurídico  positivo  cualquiera  contraviene  los  derechos  naturales 
del ser humano, no podrá considerarse un verdadero ordenamiento jurídico. 

 
Ejemplos de derecho natural 
 
Algunos ejemplos de derecho natural son: 

 Los  derechos  humanos  contemporáneos.  Ninguna  ley  del  planeta  puede  contravenir  
legalmente  los  derechos  humanos,  como  son  el  derecho  a  la  vida,  a la educación, 
a tener un nombre y una nacionalidad, a un justo proceso en caso de cometer algún 
crimen o a una legítima defensa. 

 

 Los mandamientos católicos. En alguna época en que la Iglesia Católica  controló jurídica 
y políticamente a Occidente, lo hizo a través de sus leyes religiosas, que eran tenidas 
como leyes naturales del humano, es decir, leyes divinas dictadas por Dios en el corazón 
mismo de la gente. 

 

 Las  leyes  divinas  de  la  antigüedad. Cuando  las  culturas  ancestrales,  como  la 
helénica, acudían a las leyes de sus dioses, éstas estaban por encima de Reyes y otras 
consideraciones terrenas. Por ejemplo, Zeus el dios Griego protegía a los mensajeros, y 
se consideraba una afrenta al Dios Padre matar al que trajera malas noticias. 



Derecho positivo  
 
      Cuando se habla de Derecho positivo, se refiere al derecho escrito: aquel que figura en  
las  Constituciones,  ordenanzas  y  otros  cuerpos  textuales  de  ley  que  fueron emanados 
por las respectivas autoridades en  consenso de la población a la que rigen, la cual admite 
su supremacía y se somete voluntariamente a ella. 
 
      Las leyes positivas son dictadas por los cuerpos legislativos competentes, y son lo que 
comúnmente llamamos ―la ley‖ o ―las leyes‖, es decir, un orden jurídico determinado 
para que  una  población  rija  su  convivencia  a  través  de  él.  Las  Cartas  Magnas,  las  
ordenanzas municipales, los códigos penales, son todos ejemplos de Derecho positivo. 
 

 Derechos públicos subjetivos 

        Son las facultades de que son titulares cada una de las partes de la relación jurídica 

administrativa y en virtud de las cuales una parte está obligada a realizar una determinada 

prestación a la otra. El hecho de que la Administración sea titular de derechos públicos 

subjetivos, no plantea ninguna duda. Pero que el individuo o administrado ostente frente a 

la Administración, y en virtud de una relación jurídico-administrativa, un derecho público 

subjetivo, supone un avance del principio de legalidad administrativa. Por todo ello, el 

concepto de derechos públicos subjetivos se aplica especialmente para aludir a las 

facultades de que es titular una persona para exigir una determinada conducta de una 

autoridad como deber jurídico frente al titular de dicho derecho. En este sentido, conviene 

no confundir este concepto con el más genérico de derecho reflejo.  

        Este no es más que la posibilidad jurídica que tiene todo administrado de esperar que 

la Administración cumpla la ley. 

Libertades públicas 

        La idea de las libertades públicas tiene su origen en el ámbito filosófico, motivo por el 

cual suscita discusiones y debates. Los dos componentes del concepto, la libertad y lo 

público, constituyen términos que enlazan la filosofía y la política, y por ello existe la 

factibilidad de que tengan una incidencia directa en la vida social. En este sentido, como 

principios de acción política que inspiran cierto orden y relación entre gobernantes y 

gobernados, son de interés y, por tanto, también materia de análisis en el campo del 

derecho. 

         Las libertades públicas permiten plantear aspectos fundamentales de la relación 

política, entre ellos los de la finalidad del Estado y el papel de la ley como límite de la acción 

gubernativa; sin embargo, en nuestro espacio jurídico se les ha dado un tratamiento poco 

preciso, cuando no incompleto, y se ha soslayado su valor y potencial como elementos 

complementarios a una categoría básica como la de Estado de derecho. 



          Las nociones de libertades públicas y de Estado de derecho están ineludiblemente 

ligadas; las primeras son los objetivos a realizar por todo régimen que procura el desarrollo 

del hombre en lo individual y lo colectivo, por  esto el Estado de derecho incluye en sí los 

sistemas y mecanismos normativos para ejercer  las libertades públicas. Un gobierno 

apegado a la ley y vigía de la misma instituye, en contraparte, un marco de actuación para 

los gobernados, cuya finalidad es equilibrar y conducir, en cierta forma, las acciones del 

poder. 

          Las  libertades  públicas  son,  en  este  sentido,  la  resultante  de  un  régimen  de  

Estado  de derecho,  de  un  Estado  donde  el  derecho  es  una  realidad,  en  el  que  el  

establecimiento  y operación  de  las  normas  es  tal  que  éstas  alcanzan  el  rango  de  

garantías  efectivas  para  el ejercicio  de  las  libertades  públicas.  El  tema  que  nos  ocupa  

requiere  de  un  análisis  de  los conceptos de libertades públicas y de Estado de derecho, 

así como del vínculo orgánico que, a  través  de  las  garantías  jurídicas,  existe  entre  ambos,  

fundamento  esencial  para  que  las primeras se realicen en el marco que el segundo ofrece. 

Libertades públicas: de la filosofía política al derecho 

         En principio, el tratamiento del tema requiere de una definición, la cual, por la 

naturaleza del mismo,  puede  ser  insatisfactoria  para  algunos,  y  en  consecuencia  sólo  

alcance  el  nivel propositivo  y  de  aceptación  convencional.  Sin  embargo,  la  posibilidad  

de  enriquecer  y actualizar ideas y acciones en el ámbito político-jurídico permite la 

viabilidad de una reflexión en este sentido.  

         Dentro del campo jurídico  -e incluso en algunos casos fuera de él-  es común encontrar 

las referencias a las libertades públicas emparejadas a los conceptos de los derechos del 

hombre o  derechos  políticos  individuales.  El  motivo  de  ello  es  que  históricamente  los  

derechos humanos  han  sido  asociados  a  algunos  ideales  de  libertad  en  la  vida  social,  

lo  cual  ha ocasionado que en ciertas posturas se les conjunte y se les trate como una sola 

cuestión. 

         En México, por ejemplo, es común el equiparamiento de estas dos ideas. Al respecto, 

Andrés Serra Rojas, al definir un régimen de libertades públicas, lo hace equivaler a uno de 

derechos del  hombre.  Así,  sobre  el  tema,  al  hablar  de  los  derechos  y  deberes  en  la  

Constitución, señala: "Siendo tan amplio el campo de la vida social en  el cual el hombre 

tiene libertad de actuar,  históricamente  se  le  han  reconocido  y  consagrado  

determinadas  libertades  que genéricamente se denominan libertades fundamentales del 

hombre...". 

          En el Diccionario Jurídico Mexicano, en una voz firmada por Manuel González 

Oropeza, se habla del  concepto  de  libertades  públicas  partiendo  de  una  sinonimia  con  

las  libertades constitucionales,  las  cuales  define  como:  "Rubro  General  en  el  cual  se  

agrupan  todas  las libertades  incluidas  dentro  de  las  garantías  individuales   de  la  

Constitución...  Las  libertades  



constitucionales  o  públicas  fueron  inicialmente  establecidas  en  catálogos  más  o  menos 

amplios, conocidos como declaraciones de derechos (del hombre). 

                  Por su parte, J. Bidart aclara que "libertades públicas, es denominación 

predominantemente francesa, anudada a la de derechos y libertades civiles de la primera 

generación, etcétera. Por un lado, las libertades son positivas, o sea, recogidas en el orden 

constitucional normativo; por otro, dejan fuera a los actuales derechos sociales. 

                 En este contexto, derechos del hombre y libertades públicas son conceptos 

estrechamente vinculados, en una relación tal que la mayoría de las veces son utilizadas 

indistintamente. Sin embargo,  es  posible  enriquecer  ésta  si  se  precisa  el  contenido  

específico  de  uno  y  otro términos, y de los espacios teóricos y fácticos correspondientes. 

               Por lo anterior, conviene retomar el señalamiento de Jean Morange, quien a 

nombre de la escuela francesa dice: 

...Las libertades públicas presuponen que e l Estado reconoce a los individuos el derecho de 

ejercer, al abrigo de toda presión exterior, cierto número de actividades determinadas. Así 

pues,  son  libertades  públicas  porque  corresponde  a  los  órganos  del  Estado,  titular  de  

la soberanía jurídica, realizar tales condiciones... (ya que) las libertades públicas sólo se 

conciben en el marco de un sistema jurídico determinado. 

                  Esta  concepción  permite  salvar  el  obstáculo  que  representa  la  carencia  de  

una  definición unívoca; además ofrece la posibilidad de una importante aclaración acerca 

de la diferencia entre  las  libertades  públicas  y  los  derechos  humanos,  donde  éstos  son  

la  fuente  de  las primeras, pero al representar ideas generales y abstractas, encuentran su 

realización concreta en  la  operación  estatal  de  un  marco  jurídico  que  permite  su  

ejercicio,  luego  entonces  se puede hablar de libertades públicas. 

                 Ahora bien, la conquista y defensa de libertades públicas tiene mayor relación con 

la larga lucha  por  limitar  al  poder,  que  dio  lugar,  en  primer  término,  al  triunfo  de  las  

libertades individuales o privadas, que con la distribución aritmética del poder público para 

todos los miembros de la sociedad, tal y como fueron consideradas en la democracia de la 

antigüedad. 

                En  la  tradición  del  pensamiento  reivindicador  de  la  libertad  -el  liberalismo-,  

existe  un  hilo conductor  que  concibe  a  las  libertades  en  oposición  al  poder,  de  tal  

suerte  que  el crecimiento de uno disminuye a las otras, y viceversa. Las libertades 

propenden a defender al individuo de los abusos del poder; representan el ámbito de acción 

donde el individuo no es coaccionado  por  el  poder  ni  por  quien  lo  ejerce,  para  hacer  

algo  contra  su  voluntad,  al tiempo  de  no  tener  impedimento  para  realizar  lo  que  

quiere,  con  la  única  limitante  del respeto a la libertad de los otros y al orden público. Las 

libertades públicas, en el marco de la ideología liberal, existen frente al poder o, más 



exactamente, ante  su concretación: el Estado mismo; y es éste el pivote por el cual se ha 

moldeado buena parte de la historia occidental moderna. 

              En sus Dos ensayos sobre el gobierno civil (1690), John Locke argumenta que el 

poder civil nace para garantizar la libertad de los individuos que se agrupan de común 

acuerdo para dar lugar a la sociedad organizada políticamente. La doctrina expuesta en esta 

obra es, aún en nuestros días,  común  denominador  de  todo  liberalismo. 

       

              Partiendo  de  ella,  y  de  los  desarrollos doctrinales posteriores de Rousseau6 y 

Kant,7 se  considera que el hombre, en un sentido genérico, tiene por naturaleza derechos 

fundamentales, como son los correspondientes a la vida,  la  libertad,  la  seguridad,  

etcétera,  y  que  el  Estado  y  sus  representantes  legítimos  -aquellos  quienes  tienen  la  

posibilidad  de  la  fuerza  de  obediencia  a  sus  órdenes -  deben garantizar que no sean 

intervenidos ni por sus acciones ni por las de otros individuos. 

               Los derechos humanos son la idea por la que el liberalismo, basado en la 

concepción de la naturaleza  humana  que  privilegia  inicialmente  al  individuo  -y  hoy  

también  al  grupo  social-, plantea las limitantes al poder a través de la suma de acuerdos 

individuales que convienen en fincar las relaciones necesarias para una convivencia 

civilizada y estable. 

               La doctrina de los derechos naturales del hombre es el punto de partida de dos 

importantes declaraciones de derechos en la historia: la norteamericana (1776) y la 

francesa (1789). 

               Es precisamente la doctrina francesa la que sintetiza y define, en cierto sentido, la 

relación entre los derechos humanos y la sociedad de inspiración liberal, al señalar: "El 

objetivo de toda asociación política es la conservación de los  derechos naturales e 

imprescriptibles del hombre" (artículo 2º. de la Declaración de los Derechos del Hombre y 

del Ciudadano, 1789). 

               La  comunidad  política  moderna  encuentra  su  nivel  de  legitimación  en  la  

búsqueda  y conservación  de  los  derechos  humanos.  En  tal  sentido,  derechos  humanos,  

Estado  y libertades  públicas  son  elementos  de  un  mismo  proceso  que  avanza  de  los  

ideales  a  los hechos  concretos.  De  aquí  la  importancia  de  la  precisión  sugerida  por  

los  tratadistas franceses, quienes afirman que las libertades públicas sólo son posibles 

cuando el ejercicio de los derechos del hombre se reconoce y garantiza estatalmente, a 

través de un marco jurídico adecuado. Esta acepción de las libertades públicas impulsa y 

adelanta la idea tradicional de los  

               derechos  humanos,  dotándola  de  un  vínculo  con  los  niveles  de  realidad  que  

permiten plantear  una  guía  de  reflexiones  y  análisis  para  encuadrar  determinadas  

situaciones  en  las coordenadas espacio-temporales. 



                Las libertades públicas involucran, de suyo, la relación entre ese punto de partida 

filosófico que  representan  los  derechos  humanos  y  la  eficacia  jurídica  del  Estado,  tal  

y  como  lo  ha pretendido siempre la postura liberal. 

Derechos morales 

                Los derechos morales son el conjunto de prerrogativas de carácter personal 

concernientes a la tutela de la relación, inherente a la creación, que nace entre la persona 

del autor y su obra. Su fin esencial es garantizar los intereses intelectuales del propio  autor 

y de la sociedad. 

                El derecho  moral se  compone  de  varias  prerrogativas  intransmisibles  y  

perpetuas,  como el derecho del autor a decidir la divulgación de la obra, esto es darla a 

conocer o mantenerla reservada  en  la  esfera  de  su  intimidad;  el reconocimiento de  su 

condición de  creador,  y el derecho a  exigir  el  respeto  a  la integridad de  su  creación  así  

como  a  retractarse  del contenido de la obra, y retirarla de la circulación. 

                En  cuanto  a  las  características  de  los derechos morales,  la doctrina señala  que  

son personalísimos, inalienables,  intransmisibles, perpetuos, imprescriptibles e 

irrenunciables, por generarse de una disposición legal imperativa y pueden ser transmitidos 

por herencia, aunque sólo sea en parte, a los herederos legítimos o a cualquier  persona por 

virtud de disposición testamentaria,  únicamente  en  el  sentido  del  ejercicio  de  tales  

derechos,  pero  no  en la titularidad de los mismos. 

Derechos humanos en México 

Protección jurisdiccional de los derechos humanos 

              Pese  a  la  determinación  constitucional,  en  la  práctica  jurídico-política  la  sola  

declaración formal del poder constituyente no ha sido suficiente para dar plena eficacia al 

principio de supremacía constitucional; por ello se han instituido los sistemas de  control 

constitucional o medios, métodos o instrumentos, de defensa de la Constitución, mismos 

que en su unidad constituyen  tema  de  gran  transcendencia.  Así,  los  controles  de  

constitucionalidad  y  los mecanismos procesales de protección constituyen garantías que 

deben ser viabilizadas por el juez  mediante  procesos  constitucionales;  con  la  finalidad  

de  preservar,  con  justicia,  la supremacía  de  la  constitución  y  la  protección  de  los  

derechos  humanos.  La  Protección Jurisdiccional  de  los  Derechos  Humanos  en  nues tro  

país  se  encuentra  a  cargo  de  los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, según lo 

establecido en los artículos 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Estos artículos establecen que el 

ejercicio del Poder Judicial de la Federación, se deposita en:  

- La Suprema Corte de Justicia de la Nación; 



- El Tribunal Electoral; 

- Los Tribunales Colegiados de Circuito;  

- Los Tribunales Unitarios de Circuito;  

- Los Juzgados de Distrito; - El Consejo de la Judicatura Federal; 

- El Jurado Federal de Ciudadanos;  

- Los Tribunales de los Estados y del Distrito Federal, y  

- En los demás en que, por disposición de la ley deban actuar en auxilio de la Justicia Federal. 

 

            Ahora  bien,  la  protección  de  los  Derechos  Humanos  se  puede  activar  a  través  

de  los siguientes medios de control constitucional. 

1. Juicio de amparo.  

2. Acción de inconstitucionalidad.  

3. Controversia constitucional.  

4. Facultad de investigar de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre hechos 

que constituyan violaciones graves de derechos humanos. (Control no jurisdiccional). 

5. Juicios de revisión constitucional electoral y para la protección de los derechos político 

electorales del ciudadano. 

6.  Juicio político. En líneas posteriores se desarrollará cada uno de los mecanismos con los 

que se puede invocar la protección de los derechos humanos. 

 

Protección no jurisdiccional de los derechos humanos 

           La defensa y protección de los derechos humanos tiene en nuestro país dos grandes 

vías por medio de las cuales se realiza: la primera de ellas es llevada a cabo a través de los 

medios jurisdiccionales, en los cuales las autoridades judiciales analizan las demandas que 

ante ellas se presentan  por  presuntas  violaciones  a  los  derechos  fundamentales  y  

determinarán  si  en realidad existe una violación en un caso concreto, haciendo un examen 

de constitucionalidad y legalidad sobre el mismo. 

           El máximo órgano que existe para realizar esta actividad en nuestro país es la 

Suprema Corte de  Justicia  de  la  Nación.  Son  tres  los  medios  de  defensa  que  contempla  

la  Constitución Política: 

a) El juicio de amparo. 



b) Las acciones de inconstitucionalidad. 

c) Las controversias constitucionales. 

 

             Es  por  estos  tres  medios  jurisdiccionales  que  se  realiza  la  protección  de  los  

derechos fundamentales e incluso se atienden cuestiones de invasión de la soberanía de las  

entidades federativas,  atendiendo  siempre  a  un  examen  de  concordancia  y  respeto  de  

los  actos realizados (y que constituyen el objeto de la denuncia) y lo que nuestra 

Constitución Política establece. Todo esto se hace a través de los medios de control de la  

constitucionalidad que la Suprema Corte de Justicia realiza. 

          Por otra parte, existe otra vía para la protección de los derechos en nuestro país, y 

ésta es la que se encargan de realizar los organismos no-jurisdiccionales, a quienes les 

corresponde la protección  de  los  derechos  humanos,  que  en  el  caso  de  México  quedan  

divididos  en  dos grandes vías: por un lado está la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos (CNDH), y por  otra  parte  se  encuentran  las  comisiones  de  derechos  humanos  

de  las  31  entidades federativas y la del Distrito Federal. 

          De esta manera encontramos que al lado del sistema jurisdiccional, y como un 

instrumento complementario,  se  creó  la  figura  del ombudsman,  que  tiene  el  mismo  

propósito  de protección ante violaciones a derechos humanos, pero el cumplimiento de su 

responsabilidad se realiza de manera distinta. Estos sistemas no son antagónicos entre sí; 

por el contrario, se complementan uno con el otro y sus finalidades son las mismas. 

           Otras instituciones especializadas encargadas de la protección de los derechos 

humanos son la Procuraduría Federal del Consumidor, la Procuraduría Agraria, la 

Procuraduría Federal del Medio  Ambiente,  la  Comisión  Nacional  de  Arbitraje  Médico  y  

el  Consejo  Nacional  para Prevenir la Discriminación. Éstos son los organismos no-

jurisdiccionales más representativos que en el Estado mexicano se encargan de realizar la 

promoción, difusión y divulgación de la protección a los derechos humanos, todos ellos por 

medio de la figura del ombudsman, sin que posean todas sus características, como la de 

autonomía. 

           Un aspecto importante que se debe señalar respecto de los organismos no  

jurisdiccionales de protección de los derechos humanos es que poseen facultades más 

amplias que las de los tribunales para calificar la naturaleza de las violaciones a los derechos 

fundamentales, ya que en  tanto  los  propios  tribunales  tienen  que  tomar  en  cuenta  

esencialmente el  principio  de legalidad y constitucionalidad, los citados organismos no -

jurisdiccionales pueden conocer de conductas administrativas no sólo ilegales sino también 

irrazonables, injustas, inadecuadas o erróneas, con lo que en esencia su competencia es 

más amplia. 


